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RESUMEN 
Los prepensionados son aquellas personas próximas a pensionarse, que gozan de la protección 
reforzada reconocida por la ley a sujetos de especial vulnerabilidad, por estar próximos a 
pensionarse y faltarles tres o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o 
semanas de cotización para obtener el disfrute de la pensión de vejez. En ese sentido la presente 
investigación tuvo como objetivo principal determinar los fundamentos teóricos que argumenta la 
jurisprudencia colombiana para justificar la estabilidad reforzada de los prepensionados en cargos 
de provisionalidad. Para cumplir con tal meta, se estructuraron los siguientes objetivos específicos, 
A) establecer la interpretación actual de la estabilidad laboral reforzada en los prepensionados 
desde la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte constitucional colombianas, B) identificar 
los derechos que surgen para los empleados en provisionalidad de acuerdo con el ordenamiento 
jurídico colombiano, C) determinar los derechos que se le otorgan a los prepensionados que ocupan 
cargos en provisionalidad en Colombia. Se analizan referentes teóricos del principio de la 
estabilidad laboral reforzada, la prepensión, la estabilidad laboral reforzada y los prepensionados, 
la protección a prepensionados desarrollada por la jurisprudencia, la estabilidad laboral reforzada 
en trabajadores privados en condición de prepensión, el fuero especial de estabilidad por 
prepensionado en el sector privado, la estabilidad laboral relativa o intermedia de los servidores 
públicos provisionales y finalmente, lo inherente a la estabilidad laboral de personas próximas a 
pensionarse en entidades del estado que se encuentran en proceso de liquidación. 
Palabras Clave: Estabilidad laboral reforzada, provisionalidad, derecho laboral, derecho al 
trabajo, protección al empleado. 
ABSTRACT 
The prepensionados are those close to retirement, who enjoy the enhanced protection recognized 
by law to subjects of special vulnerability, for being close to pension and missing three or fewer 
years to meet the requirements of age and time of service or weeks of contribution to obtain the 
enjoyment of the old-age pension. In this sense, the main objective of the present investigation was 
to determine the theoretical foundations that Colombian jurisprudence argues to justify the 
reinforced stability of the prepensionados in positions of provisionality. In order to meet this goal, 
the following specific objectives were structured a) to establish the current interpretation of the 
reinforced labor stability in the prepensionados from the jurisprudence of the State Council and 
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the Colombian Constitutional Court. B) identify the rights that arise for employees on a provisional 
basis in accordance with the Colombian legal system. C) determine the rights that are granted to 
the prepensionados who occupy provisional positions in Colombia. The theoretical referents of the 
principle of reinforced labor stability, prepension, reinforced labor stability and pre-pensions, 
prepension protection developed by jurisprudence, reinforced labor stability in private workers in 
prepension condition, the special jurisdiction of stability for prepensionado in the private sector, 
the relative or intermediate labor stability of the provisional public servants and finally, the 
inherent to the labor stability of people next to retire in entities of the state that are in process of 
liquidation 
Keywords: Reinforced labor stability, provisionality, labor law, right to work, employee 
protection. 
INTRODUCCIÓN 
La presente investigación aborda el concepto de prepensión, desde el punto de vista de la 
estabilidad laboral reforzada que cobija a los empleados provisionales pertenecientes al sector 
oficial o público. De esta manera, los prepensionados se pueden definir dentro del contexto 
jurídico-laboral como aquellas personas naturales que se encuentran en una proximidad ínfima a 
pensionarse, que gozan de esta manera de la protección reforzada reconocida por la legislación 
Colombiana como sujetos de especial vulnerabilidad, por encontrarse como lo hemos mencionado 
próximos a pensionarse debido a que les faltan tres o menos años para reunir completamente los 
requisitos de edad como la cotización del tiempo de servicio o semanas de cotización para adquirir 
el disfrute de la pensión de vejez. El fundamento del reconocimiento de la estabilidad laboral de 
los prepensionados se deriva de mandatos especiales de protección contenidos en la Constitución 
Política y del principio de igualdad material que ordena dar un trato especial a grupos vulnerables. 
Esto debido a que dicha estabilidad opera como instrumento para la satisfacción de los derechos 
fundamentales de estos grupos poblacionales, que se verían gravemente afectados por el retiro del 
empleo. Por lo tanto podemos observar que el Estado Colombiano debe proteger a las personas 
que se encuentran en un estado de prepensión que permite visualizar su condición de 
vulnerabilidad garantizando así su derecho al trabajo y a una vida digna. 
Razón por la cual la Corte Constitucional en la Sentencia T-325 de 2018, genero una 
ampliación del sector público al sector privado para la protección laboral de la estabilidad laboral 
reforzada para quienes solo les falten tres años para pensionarse, en este sentido la corte manifiesta 
que el derecho a la estabilidad laboral reforzada de prepensionados en el sector privado es una 
garantía Constitucional consagrada en el artículo 53. De esta manera en las circunstancias de retiro 
de una persona a quien le falten tres años o menos para adquirir la condición de pensionado, se 
debe analizar y realizar un estudio del caso concreto para establecer si se encuentra en riesgo sus 
garantías y prerrogativas como sus derechos fundamentales. Los antecedentes de esta sentencia se 
remontan a partir de la promulgación de la Ley 790 de 20023. La génesis y finalidad de los 
 
3 Ley 790. (27 diciembre de 2002). Congreso de la República. Por la cual se expiden disposiciones para adelantar el 
programa de renovación de la administración pública y se otorgan unas facultades extraordinarias al Presidente de 
legisladores era plasmar normas que protegieran a los empleados estatales que pudieran ser 
vulnerables y se encontrasen desprotegidos debido a la falta de tres años para pensionarse en 
consecuencia de la inminente liquidación de las empresas u otras entidades a las cuales se 
encontraban laborando estos prepensionados. José Hoyos, Magíster en Derecho y Docente de la 
Universidad UPB afirma que “según la ley, para poder terminar su contrato de trabajo, debe mediar 
una justa causa y ser probada ante un inspector de trabajo. Aplicable  a quienes están vinculados a 
una entidad pública en proceso de liquidación o reestructuración  y les  hace falta tres años o menos 
para su pensión”. A este tipo de trabajadores son denominados  los ‘intocables. Sin embargo, Iván 
Jaramillo, del Observatorio Laboral de la Universidad del Rosario, argumentó “la estabilidad 
reforzada no significa que sean intocables, se trata de una garantía para impedir que se frustre el 
acceso al cumplimiento de los requisitos de causación de la pensión de vejez, sin perjuicio de 
considerar que la inclusión en nómina de pensionados constituye una justa causa”. Por otro lado 
la Ley 790 de 20024 protege de manera clara a los trabajadores del sector público que se consideren 
o se encuentren en el estado de  prepensionados a través de un programa de estabilidad laboral  
para personas cabeza de familia, discapacitados y específicamente para personas próximas a 
pensionarse, sin embargo, no hay una norma expresa que proteja a los trabajadores del sector 
privado que se encuentren en aras de la prepensión. Si bien la Corte Constitucional ha extendido 
ese amparo por medio de acciones de tutelas, no podemos hablar de una protección directa y 
específica para estos trabajadores. 
La Corte Constitucional protege a estas personas cuando su desvinculación supone una 
afectación del mínimo vital, pues su salario y eventual pensión son fuentes de sustento económico 
y en diferentes ocasiones, son vitales para su congrua subsistencia y la de su familia. No obstante, 
es preciso aclarar que el cumplimiento de los requisitos para la pensión no es garantía de su 
reconocimiento y pago, razón por la cual se debe proteger al trabajador que ha alcanzado la edad 
de pensión de vejez y cotizado el número de semanas requeridas por la ley, en el sentido de que su 
contrato no debe ser terminado hasta que no haya sido incluido en la nómina de pensionados, 
procurando la garantía de sus derechos fundamentales al trabajo y al mínimo vital. Sin embargo, 
la mera condición de prepensionado no es suficiente para ordenar el reintegro de un trabajador 
puesto que es necesario evidenciar que la desvinculación está colocando en riesgo los derechos 
fundamentales del trabajador, en donde la edad se convierte en un indicador de la falta de 
probabilidades de reintegrarse al mercado laboral de manera profesional, el cual deberá analizarse 
junto con el hecho de que el salario como ya se ha establecido es la única fuente de ingresos o, en 
todo caso, que los ingresos por otros conceptos son insuficientes para garantizar una vida en 
condiciones dignas así garantizando los elementos necesarios para esta. 
Como consecuencia de los pronunciamientos de la Corte Constitucional, muchos de los ex 
trabajadores que se consideran prepensionados reclaman por vía de acción de tutela el derecho de 
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ser reintegrados. Por ende esto genera diferentes problemas, entre los cuales podemos observar, 
una congestión judicial innecesaria como incertidumbre jurídica y en ocasiones la imposición de 
consecuencias económicas excesivas y sin soporte a los empleadores. Por lo tanto, genera un fuerte 
impacto económico a los empleadores del país quienes se están viendo obligados a cumplir 
reintegros hasta la fecha en que el trabajador sea incluido en la nómina de pensionados. Según 
concepto del Ministerio del trabajo le debe faltar como máximo un término de tres años de las 
semanas de cotización para poder acceder a la pensión, pero según la Revista Dinero  puede durar 
mucho más de los 3 años de los  que la Corte tenía en mente. En otras palabras el reintegro genera 
un pago mucho más alto que la indemnización por terminación unilateral y un muy mal ambiente 
laboral. En consecuencia se crea la necesidad de aclarar el alcance del fuero especial de los 
prepensionados ya sea a través de una sentencia de la sala plena o una ley proferida por el 
Congreso.  
En el presente documento se analiza el principio de estabilidad laboral reforzada, por medio 
de las siguientes  Sentencias C-470 de 1997 y T-041 de 2014 de la Corte Constitucional referente 
al principio de estabilidad laboral reforzada: En general el derecho a la estabilidad laboral consiste 
en la garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los correspondientes 
beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del patrono, si no existe una causa 
relevante que justifique el despido. Una estabilidad reforzada implica que el ordenamiento debe 
lograr una garantía real y efectiva al derecho constitucional que tiene una mujer embarazada a no 
ser despedida, en ningún caso, por razón de la maternidad. La Constitución ordena un amparo 
especial a la estabilidad laboral de las mujeres que se encuentran en estado de gravidez, por lo cual 
no es suficiente que el ordenamiento legal asegure unos ingresos monetarios a esas trabajadoras, 
sino que es necesario protegerles eficazmente su derecho efectivo a trabajar. Es decir que el 
principio de estabilidad laboral reforzada como lo ha interpretado la Corte Constitucional de 
manera reiterada en la Sentencia T-320 del 2016 tiene como objeto garantizar el derecho al trabajo 
de aquellas personas que por su condición se encuentren en estado de vulnerabilidad manifiesta, 
obligando al empleador a garantizar su continuidad laboral, lo que lleva a que el trabajador no 
pueda ser despedido sin que medie una justa causa para ello asimismo esta figura opera para 
cualquier trabajador que por su condición de salud se vea afectada su productividad, sin que sea 
necesario que cuente con una discapacidad declarada, certificada. 
De igual modo se hace un análisis exhaustivo del término de prepensión, para lo cual la 
Corte Constitucional ha mencionado que la condición de prepensionado se adquiere cuando una 
persona, con contrato de trabajo, le faltan tres o menos años  equivalente a  156 semanas por cotizar 
para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para obtener  la 
pensión de jubilación o vejez. Según este alto tribunal tal condición de prepensionado debe 
aplicarse de manera igualitaria si se trata de un contrato a término fijo, término indefinido si no 
existe una razón justificada y amparada por la ley para desvincular al trabajador, además del simple 
deseo de hacerlo. Esto es: si las labores que realiza el prepensionado son de carácter permanente, 
permanezca la necesidad de realizarlo, y si el trabajador ha cumplido con sus funciones a cabalidad 
y no exista queja alguna en su desempeño; no es posible retirarlo de sus funciones si el empleado 
es un prepensionado de esta manera podemos observar de manera clara la estabilidad reforzada 
que se debe extender y hacer valer para estos trabajadores en situación de inferioridad o 
desprotección laboral por su condición especial. 
Así mismo, se aborda la relación que existe entre la estabilidad laboral reforzada y los 
prepensionados que, según la Corte Constitucional, los prepensionados adquieren una estabilidad 
laboral reforzada por motivo que su desvinculación afecta sus derechos fundamentales. De manera 
general, el principio de estabilidad laboral reforzada es aplicable a la población laboral que tienen 
ciertas características que les hace difícil conseguir y mantenerse en el mercado laboral, respecto 
a demás personas que ofrecen su fuerza de trabajo debido a su estado elevado de edad, a los 
recurrentes factores socio-empresariales que se visualizan en las entidades por el tema de la 
competitividad, idoneidad y eficacia en el trabajo que pueden ser mejor realizados por jóvenes con 
un alto índice de estudios académicos pero carentes de experiencia. La Corte Constitucional, en la 
Sentencia T-325 del 2018, señala que en el caso particular de los prepensionados, la edad y el 
hecho de que el antiguo salario sea el único medio de sustento de quien solicita la protección son 
indicadores de la precariedad de su situación y, en consecuencia, de la necesidad de que su asunto 
sea tramitado a través de un mecanismo judicial preferente y sumario como lo es el recurso de 
amparo, así mismo la corporación en la misma sentencia hace referencia al derecho a la estabilidad 
laboral reforzada de prepensionados en el sector privado como Garantía constitucional, por lo cual  
en los eventos de retiro de una persona a quien le falten tres años o menos para adquirir la condición 
de pensionado, se debe analizar cada caso concreto para establecer si están en riesgo sus derechos 
fundamentales (Sentencia T-325, 2018). 
En cuanto a la provisionalidad como enfoque principal, se analiza en el documento la 
estabilidad laboral relativa o intermedia de los servidores públicos provisionales, en la cual la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido reiterativa al indicar que los servidores públicos 
vinculados a la administración bajo la figura del nombramiento provisional gozan de estabilidad 
intermedia o relativa, comoquiera que los mismos no pueden ser afectados en sus derechos 
fundamentales. Dicha estabilidad intermedia o relativa, ha sido predicada única y exclusivamente 
para los servidores públicos provisionales que tengan la calidad de prepensionados, o que vayan a 
ser retirados del servicio sin que medie lista de elegibles, sino, a potestad del nominador. Para éste 
último evento, se requiere que el acto administrativo que declare su insubsistencia sea motivado, 
significando esto, que el retiro de estos empleados no obedecerá a situaciones de discrecionalidad, 
en cambio procederá de conformidad con las causales previstas en la ley, dando relevancia a la 
naturaleza del cargo, más no a la forma de vinculación. Ahora bien, frente a la estabilidad laboral 
de los servidores públicos provisionales próximos a ser pensionados, la Corte Constitucional ha 
indicado que el derecho a la pensión de jubilación o vejez es una de la manifestación del derecho 
fundamental a la seguridad social, a través del cual se busca garantizar que se reciba un auxilio 
económico en aquella etapa de la vida en que la edad de las personas les dificulta acceder a un 
sustento derivado de una relación laboral (Vergara Hernández, 2015). 
Finalmente, se hace un análisis de la estabilidad laboral de personas próximas a pensionarse 
en entidades del estado que se encuentran en proceso de liquidación, que según La Corte 
Constitucional en Sentencia SU897 del 2012 agrega que la ley 790 fue reglamentada por el Decreto 
190 de 2003, que en su art. 12 repitió lo establecido, a su vez, en el artículo 12 de la mencionada 
ley respecto de la protección especial para, entre otros, los prepensionados; en su art. 13 determinó 
cuál sería el procedimiento que cada entidad seguiría para el reconocimiento de la estabilidad 
reforzada; y, en el art. 16, determinó el plazo a partir del cual se debería contabilizar la protección 
brindada por la ley a las personas próximas a pensionarse, estableciendo que la misma se contaría 
desde el 1º de septiembre de 2002 hasta la terminación del Programa de Renovación de la 
Administración Pública –en adelante PRAP-, el cual, en todo caso, no podría exceder de 31 de 
enero de 2004. En la misma sentencia la Corte añade que la protección que se deriva del contenido 
del derecho fundamental a la seguridad social en pensiones y de la regulación legal existente no 
puede ser otra que lograr el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de jubilación 
o vejez por parte de los servidores próximos a pensionarse. En este sentido las órdenes que 
proferirá la Sala consistirán en que, cuando se compruebe la pertenencia a la categoría de 
prepensionados, se garantice el pago de aportes a los sistemas pensionales hasta que se alcance el 
tiempo de cotización requerido para acceder a la pensión de jubilación (Sentencia SU897, 2012). 
El Estado colombiano ha creado la figura de la estabilidad laboral reforzada para proteger 
especialmente a aquellas personas que por su condición o calidad encuentran, en la terminación de 
la relación laboral, graves afectaciones a sus derechos fundamentales. Este modelo garantiza la 
permanencia en el empleo, el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. La estabilidad laboral 
reforzada limita la libertad del empleador de terminar el vínculo laboral, garantizándoles a los 
trabajadores el derecho a conservar su empleo hasta que se requiera o hasta que se configure una 
justa causa de despido, y “en caso de que se ocasione dicho despido, le otorga al trabajador el 
derecho a ser reintegrado a su trabajo, a uno de igual o superior en jerarquía” (García, 2018). Por 
lo tanto es pertinente la presente investigación desarrollada, pues contribuye en el entendimiento 
de la estabilidad laboral reforzada en los llamados prepensionados que actualmente ocupan cargos 
o empleos estatales bajo la figura de provisionalidad. 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
¿Cuáles son los fundamentos teóricos que argumenta la jurisprudencia colombiana para justificar 
la estabilidad reforzada de los prepensionados en cargos de provisionalidad? 
METODOLOGÍA 
El objetivo metodológico del presente documento de investigación, fue realizar un análisis sobre 
la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados en cargos de provisionalidad. En 
consecuencia, se trató de una investigación de carácter descriptiva-exploratoria en la que se utilizó 
una metodología hermenéutica-deductiva, a la que se incorporan elementos históricos. Se 
emplearán diversas técnicas y herramienta tal como el fichaje, para la asignación bibliográfica 
existente y al alcance, por otro lado, la determinación de fuentes primarias de información 
(Literatura impresa, electrónica y audiovisual), y así mismo, como referente teórico-conceptual se 
fundamentó en la jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, y finalmente, la 
Doctrina. La investigación se enfocó, como ya se citó, en un análisis jurisprudencial; no obstante, 
previamente se considerarán los conceptos de la figura de la estabilidad laboral reforzada en 
Colombia, el concepto de prepensión en Colombia y los derechos que adquieren los 
prepensionados que ocupan cargos en provisionalidad. 
ESQUEMA DE RESOLUCIÓN DE PROBLEMA 
Como se ha señalado en el apartado anterior, el desarrollo conceptual y teórico de la presente 
investigación, inicia con la definición de la Función pública y la carrera administrativa en 
Colombia, seguidamente por el análisis del nombramiento en provisionalidad, seguidamente por 
el estudio del principio de estabilidad laboral reforzada, la prepensión, la estabilidad laboral 
reforzada y el papel que juega en los prepensionados, luego de ello, se discurre sobre la protección 
a prepensionados desarrollada por la jurisprudencia Colombiana, sobre la estabilidad laboral 
reforzada en trabajadores privados en condición de prepensión, el fuero especial de estabilidad por 
pre pensionado en el sector privado, así mismo se analizan la estabilidad laboral relativa o 
intermedia de los servidores públicos provisionales, la estabilidad laboral de personas próximas a 
pensionarse en entidades del estado que se encuentran en proceso de liquidación y finalmente, la 
estabilidad laboral reforzada de servidores públicos que ocupan cargos de libre nombramiento y 
remoción. Se concluye el documento con las conclusiones debidas del caso. Lo anterior permite 
considerar a profundidad los conceptos de la figura de la estabilidad laboral reforzada en Colombia, 
el concepto de prepensión en Colombia y los derechos que adquieren los prepensionados que 
ocupan cargos en provisionalidad. 
 
PLAN DE REDACCIÓN 
El Principio de estabilidad laboral reforzada 
En concordancia con la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, la estabilidad laboral comporta 
una manifestación del principio de seguridad, pues el trabajo además de ser un medio de sustento 
vital, es una manifestación del libre desarrollo de la personalidad. Para ello, señala la Corte que se 
hace entonces necesario que exista una estabilidad básica en dicho empleo que no significa que el 
trabajador sea inamovible en términos absolutos, porque siempre se tendrán en cuenta las justas 
causas para dar por terminado el contrato. Pero si es conveniente que se siente como principio 
laboral la estabilidad, en atención a la garantía del trabajador a permanecer en su actividad en 
provecho, tanto propio como social (Sentencia C-023, 1994). 
En el Estado Colombiano únicamente una parte de los empleados o trabajadores pude gozar de la 
gracia de la estabilidad laboral reforzada, en la medida que para se cumpla el trabajador debe ser 
un sujeto de especial protección constitucional. Al respecto la Corte Constitucional en el 2016 
manifiesta que  “el derecho a la estabilidad laboral reforzada consiste en: (i) el derecho a conservar 
el empleo; (ii) a no ser despedido en razón de la situación de vulnerabilidad; (iii) a permanecer en 
el empleo hasta que se requiera y siempre que no se configure una causal objetiva que conlleve la 
desvinculación del mismos y; (iv)  a que la autoridad laboral competente autorice el despido, con 
la previa verificación de la estructuración de la causal objetiva, no relacionada con la situación de 
vulnerabilidad del trabajador, que se aduce para dar por terminado el contrato laboral, so pena que, 
de no establecerse, el despido sea declarado ineficaz (Sentencia T-320, 2016). 
En virtud de la jurisprudencia Constitucional existen por lo menos 4 tipologías esenciales de 










En Coherencia con los artículos 13, 43 y 53 de la 
Constitución Política. Así mismo, en lo contemplado en 
los artículos 241 y 239 del Código Sustantivo del 
Trabajo. 
 
La Corte Constitucional ha señalado que 
Particularmente, en las acciones de tutela encaminadas 
a obtener la protección del derecho fundamental a la 
estabilidad laboral reforzada de las mujeres en estado de 
gestación, la jurisprudencia ha valorado, 
alternativamente, dos aspectos para establecer el 
cumplimiento de la exigencia de inmediatez: (i) el lapso 
entre el despido y la interposición de la acción de tutela 
debe ser razonable y (ii) el momento en que se presenta 
el amparo debe ser oportuno en relación con el 





Trabajadores discapacitados o con 
limitaciones físicas sensoriales o 
psicológicas 
Fundamentado en la Ley 361 de 1997, modificada por 
el artículo 137 del Decreto 19 de 2012.  
 
La Corte Constitucional al respecto ha expresado 
también que “en el caso de los discapacitados, la 
estabilidad laboral reforzada” es el derecho que 
garantiza la permanencia en el empleo, luego de haber 
adquirido la respectiva limitación física, sensorial o 
sicológica, como medida de protección especial y en 







Trabajadores amparados con 
fuero sindical 
En base a lo descrito en los artículos 38 y 39 de la 
Constitución Política de Colombia, los Artículos 405 
del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
La Corte sobre el particular en la Sentencia SU432 del 
2015 manifiesta que el fuero sindical constituye una 
garantía de estabilidad laboral reforzada destinada a 
evitar la persecución sindical y las medidas destinadas 
a evitar los reclamos de los empleados (tanto 
sindicalizados como no sindicalizados). Se traduce en 
la continuidad de la relación laboral a partir de la 
iniciación de un conflicto colectivo de trabajo y durante 
sus distintas etapas. El desconocimiento del fuero 
sindical da lugar a la ineficacia del despido, el reintegro 
del trabajador y el pago de salarios y prestaciones 
dejados de percibir por el afectado; y supone la 
obligación del empleador de poner a consideración de 
la justicia laboral las causas que pretende aducir para la 








Regulado por la Ley 790 del 2002 al respecto de la 
protección a madres y padres cabeza de familia, 
discapacitados y prepensionados a la luz del programa 
de renovación administrativa del Estado. 
 
Al respecto del Retén Social, la Corte Constitucional 
acota que …(i) Las personas beneficiarias del “retén 
social” son sujetos de especial protección que, además, 
se encuentran en situaciones de particular 
vulnerabilidad, dado que se trata de madres o padres 
cabeza de familia, personas en situación de 
discapacidad o próximas a pensionarse. (ii) Los efectos 
del “retén social” se producen dentro del marco de 
procesos de reestructuración administrativa que 
culminan rápidamente… (Sentencia T-084, 2018). 
 
Existen también otro grupo de titulares del derecho a la estabilidad laboral reforzada, como lo son 
los trabajadores que son sometidos a conductas de acoso laboral, tal como lo menciona la Ley 
1010 de 2006 en el artículo 115. Así mismo también son titulares de este derecho los trabajadores 
secuestrados a la luz de la Ley 986 del 20056.  
Aproximaciones conceptuales al término prepensionado 
El prepensionado en el contexto del examen de solicitudes de amparo constitucional, es aquella 
persona que fue retirada de su puesto de trabajo faltando 3 años o menos para cumplir con los 
requisitos de edad y tiempo de servicios o semanas cotizadas, según sea el caso, que le permitan 
acceder a la pensión de vejez. Respecto de los requisitos para acceder a la pensión, el artículo 33 
de la Ley 100 de 19937, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, consagra que para 
 
5 Ley 1010. (23 de enero de 2006). Congreso de la República. Por medio de la cual se adoptan medidas para 
prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo. 
Bogotá D,C. Colombia: Diario Oficial No. 46.160, de 23 de enero de 2006. Obtenido de 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1010_2006.html. 
6 Ley 986. (26 de agosto de 2005). Congreso de la República. Por medio de la cual se adoptan medidas de 
protección a las víctimas del secuestro y sus familias, y se dictan otras disposiciones. Bogotá D,C. Colombia: Diario 
Oficial No. 46.015 de 29 de agosto de 2005. Obtenido de 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0986_2005.html. 
7 Ley 100. (23 de diciembre de 1993). Congreso de la República. Por la cual se crea el sistema de seguridad social 
integral y se dictan otras disposiciones. Bogotá D,C. Colombia: Diario Oficial No. 41.148 de 23 de diciembre de 
1993. Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993.html.  
tener derecho a la pensión de vejez el afiliado debe (i) haber cumplido 57 años de edad en el caso 
de la mujer y 62 años para el hombre y (ii) haber cotizado 1300 semanas. Por lo  tanto, no basta 
con que una persona acredite el cumplimiento de uno de los dos requisitos, pues la norma dispone 
dos condicionamientos para acceder a dicha prestación social. En idéntico sentido ocurre para 
quienes pretendan hacer valer su condición de prepensionados, es decir, para que a una persona le 
sea reconocido el beneficio de la estabilidad laboral por encontrarse próxima a pensionarse, su 
rango de edad puede variar entre los 54 y 57 años si es mujer, y entre los 59 y 62 años si es hombre, 
e incluso puede ser mayor, pero, además, le debe faltar máximo 156 semanas por cotizar, que 
corresponden a 3 años (Sentencia T-595, 2016). 
En otra sentencia, la Corte Constitucional da claridad sobre la condición de prepensión:  
Acreditan la condición de “prepensionables” las personas vinculadas laboralmente al sector 
público o privado, que están próximas (dentro de los 3 años siguientes) a acreditar los dos 
requisitos necesarios para obtener la pensión de vejez (la edad y el número de semanas -o 
tiempo de servicio- requerido en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida o el 
capital necesario en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad) y consolidar así su 
derecho a la pensión (Sentencia SU003 de 2018). 
Así mismo la Corte Constitucional ha ratificado su posición al respecto análisis del despido de un 
trabajador prepensionable: 
“En los eventos de retiro de una persona a quien le falten tres años o menos para adquirir 
la condición de pensionado, se debe analizar cada caso concreto para establecer si están en 
riesgo sus derechos fundamentales” (Sentencia T-325 de 2018). 
La Corte Constitucional también ha dado alcance a los trabajadores no solo del sector público, sino 
también del privado: 
La estabilidad laboral reforzada derivada de la condición de prepensionado no es un 
derecho fundamental que se aplique única y exclusivamente a los servidores públicos, por 
el contrario, este derecho a la estabilidad laboral que se reconoce constitucionalmente en 
el artículo 53 a todo trabajador, resulta aplicable a quienes laboran en el sector privado, en 
desarrollo del principio de igualdad (Sentencia T-229 de 2017). 
Estabilidad laboral reforzada y prepensionados 
La Corte Constitucional, ha sido también enfática en reconocer que los prepensionados como 
sujetos de especial protección Constitucional: 
En la jurisprudencia constitucional se ha entendido que las personas beneficiarias de la 
protección especial, es decir los prepensionados, serán aquellos servidores que cumplan 
con los requisitos para acceder a la pensión de jubilación o de vejez dentro de los tres años 
siguientes o, en otras palabras, aquellos a los que les falte tres años o menos para cumplir 
los requisitos que les permitirían acceder a la pensión de jubilación o vejez (Sentencia 
SU897 de 2012). 
En la misma sentencia, el alto tribunal ha señalado que: 
i. El retén social, y dentro de éste la protección a las personas próximas a pensionarse, tiene 
fundamento jurídico en principios de raigambre constitucional. ii. La interpretación más 
acorde con el contenido esencial del derecho a la seguridad social y que más garantías 
otorga es aquella que cuenta el término de tres años exigido por el artículo 12 de la ley 790 
de 2002 desde el momento en que se suprime el cargo y la persona es retirada del servicio. 
iii. No obstante el fundamento constitucional del retén social, su concreción práctica no se 
aplica de forma irrestricta o ilimitada; la misma sigue los parámetros que, en ejercicio de 
su libertad de configuración, han sido dados por el legislador. En este sentido, y para los 
casos que ahora nos ocupan, se concluye que el retén social guarda una esencial relación 
con la aplicación del PRAP, en cuanto los servidores de entidades liquidadas en desarrollo 
del mismo deberán ser beneficiarios de dicha protección reforzada. iv. Será la entidad en 
proceso de liquidación o el administrador del patrimonio autónomo de remanentes de la 
misma el sujeto de derecho encargado de dar cumplimiento a la protección derivada del 
retén social para los prepensionados, se trate de decisiones tomadas por la propia entidad o 
de órdenes proferidas por las autoridades judiciales. (Sentencia SU897 de 2012). 
El Departamento Administrativo de la Función Pública ha señalado también que:  
Así las cosas, atendiendo el desarrollo jurisprudencial de la Corte Constitucional, los 
servidores públicos a quienes les falten menos de tres años para pensionarse, gozan de una 
estabilidad laboral reforzada, siempre que la entidad en la que se encuentren vinculados 
esté adelantando un proceso de liquidación en desarrollo del PRAP, o en reestructuración 
por motivos diferentes a éste. Por consecuencia, deberán continuar vinculados 
laboralmente hasta que se alcance el tiempo de cotización requerido para acceder a la 
pensión de jubilación, entiéndase cuando efectivamente ingresen a nómina de pensionados 
(Concepto 55211, 2014). 
Lo anterior deja entrever la especial relación que guarda la estabilidad laboral reforzada y al 
prepensión, pues como se ha analizado anteriormente, un prepensionado que cumplas las 
condiciones requeridas podría ser cubierto por la estabilidad reforzada al ser tenida como un 
derecho que posee y que es deber constitucional proteger.  
 
Protección a prepensionados desarrollada por la jurisprudencia 
Al respecto de la estabilidad laboral reforzada en personas próximas a pensionarse, la Corte 
Constitucional ha proferido un sinnúmero de sentencias que a lo largo del tiempo han permitido 
dar claridad sobre el particular y sobre todo, han brindado protección a los trabajadores en calidad 
de prepensión. A continuación, se mencionan algunas relevantes emitidas por el Alto Tribunal 
desde el año 2004 al 2016: 
Año Sentencias relevantes 
2004 C-991 






2012 T-017 y SU-897 
2013 T-186 
2014 SU-377 
2016 T-638 y T-357 
Tabla 1: Fuente (TAPIAS y RESTREPO, 2017) 
 
En el 2018 el alto tribunal también ha enunciado que en las circunstancias de retiro de una persona 
a quien le falten tres años o menos para adquirir la condición de pensionado, se debe analizar cada 
caso concreto para establecer si están en riesgo sus derechos fundamentales vislumbrando las 
posibles consecuencias jurídicas que puedan derivarse. Lo anterior, es evidencia de los esfuerzos 
que la Corte Constitucional por vía jurisprudencial, ha llevado a cabo con el fin de proteger los 
derechos fundamentales que puede llegar a tener un trabajador en condición de prepensión.   
Estabilidad laboral reforzada en trabajadores privados en condición de prepensión 
Al respecto de la estabilidad laboral reforzada en trabajadores del sector privado la Corte 
Constitucional ha mencionado que no se cuenta con una normatividad que proteja su derecho a la 
estabilidad laboral reforzada, por lo que si bien para los trabajadores del sector privado no existe 
norma legal prexistente que determine la estabilidad laboral cuando se haga mención a madres o 
padres cabezas de familia, discapacitados o pre-pensionados, son los valores y principios 
constitucionales interpretados por la corporación que crean la necesidad que deben aplicarse en 
eventos donde se observe la vulneración y violación constante de derechos fundamentales como 
la seguridad social, el trabajo y la igualdad entre otros consagrados en el artículo 53 de nuestra 
Carta Magna. 
El derecho a la igualdad, tal como lo menciona la Corte en la misma sentencia: 
El trato diferencial entre similares afecta el derecho a la igualdad, excepto cuando se trata 
de personas de especial protección, dadas las circunstancias en que se encuentran, por lo 
tanto, es obligación del Estado materializar dicho derecho respecto de las personas que se 
encuentran en condiciones de debilidad manifiesta, propiciando la implementación de 
medidas que procuren sus necesidades esenciales (Sentencia T-638 de 2016). 
En concordancia por lo observado de (Tapias Arango & Restrepo Urie, 2017):  
Esta Providencia, es un hito en la protección de los trabajadores privados próximos a pensionarse, 
pues antes de esta, dicha garantía – Retén social- era dada a todo aquel trabajador del sector público. 
Desde este enfoque, se puede estipular que dicha estabilidad laboral reforzada aplica del mismo 
modo para aquellos privados garantizando de manera uniforme e igualitaria la protección especial 
reforzada para los prepensionados que se consideran por nuestra legislación personas 
desprotegidas y de un cuidado especial. 
Lo dicho por los dos autores mencionados antes, representa una ampliación del alcance de la 
estabilidad laboral reforzada, a lo que la misma Corte Constitucional añade: 
Contrario a lo que ha ocurrido con los empleados de la esfera pública, los trabajadores al 
servicio del sector privado no cuentan con una normatividad que, al estilo de la Ley 790 de 
2002, proteja su derecho a la estabilidad laboral reforzada. De hecho, el Código Sustantivo 
del Trabajo en el artículo 45 consagra cuatro clases de contrato de trabajo: (i) por tiempo 
determinado, (ii) por el período que dure la realización de una labor, (iii) por tiempo 
indefinido y (iv) por el lapso que dure la ejecución de un trabajo ocasional o transitorio 
[…] que a quien labora en calidad de servidor público y es retirado del servicio cuando se 
halla a menos de tres años de cumplir con las exigencias para beneficiarse de la pensión de 
vejez, es posible que se le ampare su derecho a la estabilidad laboral reforzada por 
encontrarse ad portas de adquirir la pensión, mientras que si se trata de un trabajador al 
servicio del sector privado, simplemente se le termina el contrato de trabajo con la 
respectiva indemnización sin consideración a ese mismo estatus, así tenga la condición de 
pre-pensionado. Es decir, se presenta un desequilibrio entre dos personas que si bien 
pertenecen a sectores diferentes –público y privado- constitucionalmente se encuentran en 
la misma situación y, por lo tanto, debe dárseles el mismo trato (Sentencia T-638 de 2016). 
Así mismo, la Corte Constitucional en Sentencia T-357 de 2016 manifiesta que la estabilidad 
laboral reforzada en personas próximas a pensionarse (tanto públicas como privadas) debe 
garantizarse, pues: 
Tiene la condición de prepensionable toda persona con contrato de trabajo que le falten tres 
(3) o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de 
cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez. En el caso de los 
prepensionados, la Corte ha protegido los derechos de estas personas cuando su 
desvinculación suponga una afectación de su mínimo vital derivada del hecho de que su 
salario y eventual pensión son la fuente de su sustento económico. […] En conclusión, la 
Sala entiende que la condición de prepensionado de un trabajador y la protección que de 
esta se deriva no se circunscribe a las relaciones laborales afectadas por los planes de 
renovación de la administración pública sino que cobija a todos los trabajadores próximos 
a pensionarse definidos como aquellos a quienes les falten tres (3) o menos años para reunir 
los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para obtener el disfrute 
de la pensión de jubilación o vejez. Por otro lado, el derecho a la estabilidad laboral 
reforzada que de esta condición se deriva se concretiza en la garantía de no desvinculación 
del servicio por el mero acaecimiento del plazo pactado o presuntivo como causa suficiente 
de terminación, por lo que deberá ordenarse el reintegro de los trabajadores próximos a 
pensionarse cuyos contratos hayan sido terminados por estas causales cuando quiera que la 
finalización de la relación laboral signifique para el trabajador una afectación de sus 
derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital, verificable por el hecho de 
que el sustento del trabajador y se derive del salario que percibía (Sentencia T-357/16). 
 
El fuero especial de estabilidad por pre pensionado en el sector privado 
En definitiva, el reconocimiento del fuero de estabilidad laboral reforzada en el sector privado se 
ha dado por el pronunciamiento de la Corte en el 2016 en la Sentencia T-638 de 2016, al respecto 
mencionan que: 
Particularmente se ocupa del estudio de una petición de reintegro de un trabajador del sector 
privado que había sido despedido sin justa causa, estando en la posibilidad de acceder a un 
beneficio pensional dentro de los tres años siguientes. En aquel caso la Corporación señaló que se 
presenta un desequilibrio entre dos personas que si bien pertenecen a sectores diferentes –público 
y privado- constitucionalmente se encuentran en la misma situación y, por lo tanto, debe dárseles 
el mismo trato. De igual forma, adujo que la terminación del contrato de trabajo desconocía los 
derechos al trabajo, seguridad social y mínimo vital, por ser un sujeto de especial protección 
constitucional frente a quien la edad (61 años) era indicativa de la pérdida de fuerza laboral 
productiva y, por lo mismo, de la dificultad para proveerse sus propios recursos. Sin embargo,  
partiendo de la base de la extensión de la protección al prepensionado en el sector privado, de lo 
que no se ocupó la Corte Constitucional fue del análisis de al menos dos situaciones problemáticas 
en la práctica: el conocimiento del empleador acerca de la situación pensional del trabajador, y, 
particularmente polémico, el régimen jurídico en el que se encuentra. No será la misma situación 
la del prepensionado que se encuentre afiliado en el Régimen de Ahorro Individual o en el Régimen 
de Prima Media con Prestación Definida. Asunto éste no menor a la hora de determinar la 
verdadera protección.  
[…] Con todo, debe precisarse que tanto la Sentencia T-357 de 2016 como la Sentencia T-638 de 
2016 fueron claras en señalar que la protección al prepensionado por vía de tutela tiene lugar 
siempre y cuando el interesado logre demostrar que el despido en aquellas condiciones tiene una 
afectación cierta y real en sus derechos fundamentales a la vida y mínimo vital, y los de su núcleo 
familiar (Barco Alzalte, 2016). 
Estabilidad laboral relativa o intermedia de los servidores públicos provisionales 
La Corte Constitucional ha hecho referencia a la estabilidad laboral de los servidores públicos en 
condición de provisionalidad, al respecto ha mencionado que: 
Los servidores nombrados en provisionalidad en cargos de carrera, tal y como lo ha 
reconocido esta corporación en reiterados pronunciamientos, gozan de una estabilidad 
laboral relativa o intermedia, que se traduce en que su retiro del servicio público solo tendrá 
lugar por causales objetivas previstas en la Constitución y en la ley, o para proveer el cargo 
que ocupan con una persona que haya superado satisfactoriamente el respectivo concurso 
de méritos, razones todas estas que deberán ser claramente expuestas en el acto de 
desvinculación, como garantía efectiva de su derecho al debido proceso y al acceso en 
condiciones de igualdad a la función pública (Sentencia T-096 de 2018). 
Lo anterior permite clarificar y hacer énfasis en la condición de estabilidad intermedia de los 
empleados públicos nombrados en provisionalidad; es decir, bajo una especie de interinidad en 
tanto que la vacante sea ocupada por un empleado con derechos de carrera. No obstante, en la 
misma Sentencia el Alto Tribunal advierte que: 
De manera excepcional, la ley permite que los empleos de carrera puedan ser ocupados por 
servidores nombrados en provisionalidad cuando se presenten vacancias definitivas o 
temporales y, por razones del servicio, se requiera de personal suficiente para atender las 
necesidades de la administración, mientras estos se proveen en propiedad conforme a las 
formalidades legales o cesa la situación que originó la vacancia. En ese contexto, ha dicho 
la Corte, si bien es cierto el servidor no podrá permanecer indefinidamente en el cargo, 
tampoco se crea una equivalencia a un empleo de libre nombramiento y remoción, de ahí 
que no proceda su desvinculación por la simple voluntad discrecional del nominador. […] 
Ahora bien, a pesar del carácter eminentemente transitorio de los nombramientos en 
provisionalidad en cargos de carrera, la Corte ha sido enfática en señalar que el servidor 
que se encuentra en dicha situación administrativa y, además, es sujeto de especial 
protección constitucional, como es el caso, entre otros, de las personas en condición de 
discapacidad o que padecen grave enfermedad, “concurre una relación de dependencia 
intrínseca entre la permanencia en el empleo público y la garantía de sus derechos 
fundamentales, particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que 
se sostenga por la jurisprudencia que la eficacia de esos derechos depende del 
reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos casos, a través de un ejercicio de 
ponderación entre tales derechos y los principios que informan la carrera administrativa” 
En ese sentido, el ente nominador está en la obligación de brindarle a los servidores en las 
condiciones especiales anotadas, un trato preferencial, como acción afirmativa, antes de 
proceder a nombrar en sus cargos a quienes integraron la lista de elegibles una vez 
superadas todas las etapas del respectivo concurso de méritos. Ello, con el fin de garantizar 
el goce real de sus derechos fundamentales (art. 2º Const.) y de llevar a efecto la cláusula 
constitucional que exige a las autoridades en un Estado Social de Derecho, prodigar una 
protección especial a las personas que, por su condición económica, física o mental, se 
encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta (art. 13, inciso 3º Const.) (Sentencia 
T-096 de 2018). 
Lo anterior pone en clara evidencia que una entidad del Estado que tenga trabajadores en 
provisionalidad debe, al momento de surtir vacantes provistas por un concurso de méritos, 
desvincular por último a los provisionales que tengan condiciones especiales que configuren 
estabilidad laboral reforzada que, para el caso colombiano, es el empleado que al perder su empleo 
ve vulnerado alguno de sus derechos fundamentales ó que esté en condición de discapacidad o 
padezca una enfermedad grave. 
La Corte también hace claridades en el evento en el que un empleado no pueda ser ubicado en un 
empleo similar por inexistencia de vacantes: 
En otros pronunciamientos, tratándose de sujetos en situación de debilidad manifiesta 
derivada de una grave afectación de salud, además de las anteriores acciones afirmativas, 
la Corte ha previsto que, en los eventos en que la persona deba dejar su cargo ocupado en 
provisionalidad y no sea posible su vinculación en un empleo similar por inexistencia de 
vacantes, le corresponde al empleador mantener su afiliación al Sistema de Seguridad 
Social en Salud, de tal suerte que se garantice la continuidad de los servicios médicos 
necesarios para el tratamiento de su enfermedad, hasta que los mismos finalicen o un nuevo 
empleador asuma tal obligación (Sentencia T-096 de 2018). 
La corporación concluye, al respecto del derecho a la estabilidad que: 
En síntesis, a los servidores públicos nombrados en provisionalidad en cargos de carrera 
no les asiste el derecho a la estabilidad propio de quien accede a la función pública por 
medio de un concurso de méritos. Sin embargo, sí gozan de una estabilidad laboral relativa 
o intermedia, conforme a la cual, su retiro sólo procederá por razones objetivas previstas 
en la Constitución y en la ley, o para proveer la vacante que ocupan con una persona que 
haya superado satisfactoriamente las etapas de un proceso de selección e integre el registro 
de elegibles, dada la prevalencia del mérito como presupuesto ineludible para el acceso y 
permanencia en la carrera administrativa. En el caso de sujetos de especial protección 
constitucional, como lo son quienes se encuentran en condición de discapacidad o padecen 
grave enfermedad, cuando surja la obligación de nombrar en sus cargos a los elegibles de 
un concurso de méritos, la entidad nominadora deberá, con sujeción a lo dispuesto en los 
artículos 2º y 13 de la Constitución Política y a los precedentes constitucionales, prodigarles 
un trato preferencial, en el sentido de adoptar las medidas necesarias para que sean los 
últimos en ser desvinculados del servicio público y, en el evento en que existan vacantes 
disponibles en cargos iguales o equivalentes a los que venían ocupando, nombrarlos en 
provisionalidad mientras se realiza un nuevo concurso. De no ser posible esta última 
solución, siempre que la situación de debilidad manifiesta se derive de una grave afectación 
de salud, habrá de mantenerse su afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud hasta 
que finalicen los tratamientos médicos necesarios para su recuperación o dicha obligación 
sea asumida por otro empleador (Sentencia T-096 de 2018). 
Respecto a la desvinculación en cargo de carrera en provisionalidad, la Corte también se ha 
pronunciado, acotando que: 
Los funcionarios públicos que desempeñan en provisionalidad cargos de carrera gozan de 
una estabilidad laboral relativa o intermedia, que implica, sin embargo, que el acto 
administrativo por medio del cual se efectúe su desvinculación debe estar motivado, es 
decir, debe contener las razones de la decisión, lo cual constituye una garantía mínima 
derivada, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso y del principio de 
publicidad. […]Cuando con fundamento en el principio del mérito surja en cabeza del 
nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a quien superó las etapas del 
concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por un sujeto de especial 
protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, psíquicos o 
sensoriales y prepensionados, en aplicación de medidas afirmativas dispuestas en la 
constitución, y en la materialización del principio de solidaridad social, se debe proceder 
con especial cuidado previendo dispositivos tendientes a no lesionar sus derechos y en caso 
de no adoptarse tales medidas, de ser posible, han de ser vinculados de nuevo en 
provisionalidad en un cargo similar o equivalente  al que venían ocupando, de existir la 
vacante, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto para la época de su 
desvinculación, como en el momento del posible nombramiento (Sentencia T-373 de 2017). 
Sobre el particular, también la función pública ha emitido conceptos de la estabilidad intermedia 
de los funcionarios públicos nombrados en provisionalidad que desempeñan cargos de carrera 
administrativa: 
La Constitución Política estableció en el artículo 125 el régimen de carrera administrativa 
como el mecanismo para el ingreso y desempeño de cargos públicos en los órganos y 
entidades del Estado, salvo las excepciones constitucionales y legales, y los regímenes 
especiales de creación constitucional. El propósito de tal previsión constitucional es crear 
un mecanismo objetivo de acceso a los cargos públicos, en el cual las condiciones de 
ingreso, ascenso, permanencia y retiro respondan al mérito, conforme a criterios reglados, 
y no a la discrecionalidad del nominador. La carrera administrativa es el mecanismo 
preferente para el acceso y la gestión de los empleos públicos, en donde quien supere 
satisfactoriamente las etapas del concurso de méritos adquiere un derecho subjetivo de 
ingreso al empleo público, exigible tanto frente a la Administración como a los 
funcionarios públicos que están desempeñando el cargo ofertado en provisionalidad. Por 
esta razón, la Corte ha sostenido que los cargos ejercidos en provisionalidad no pueden 
equipararse a los de carrera administrativa en cuanto a su vinculación y retiro, en tanto 
existen marcadas diferencias entre los funcionarios inscritos en carrera administrativa y los 
funcionarios públicos provisionales. En relación con los primeros, se trata de funcionarios 
que acceden a estos cargos mediante un concurso de méritos, por lo que su permanencia en 
ellos implica mayor estabilidad al haber superado las etapas propias del concurso, lo que 
impide el retiro del cargo a partir de criterios meramente discrecionales. De ahí, que el acto 
administrativo por medio del cual se desvincula a un funcionario de carrera administrativa 
deba, además de otros requisitos, ser motivado para que la decisión sea ajustada a la 
Constitución (Concepto 73961, 2019). 
Específicamente sobre prepensionados la Función Pública en el mismo concepto advirtió: 
La estabilidad relativa que se les ha reconocido a los empleados provisionales que tienen 
una condición o protección especial como embarazadas, padres o madres cabeza de familia, 
limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, cede frente al mejor derecho 
que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos. De acuerdo con la 
sentencia de unificación de jurisprudencia SU-446 de 2011, la Corte Constitucional ha 
afirmado que cuando con fundamento en el principio del mérito (art. 125 C.P.) surja en 
cabeza del nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a quien superó las 
etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por un sujeto de 
especial protección como los padres o madres cabeza de familia, limitados físicos, 
psíquicos o sensoriales y prepensionados, en aplicación de medidas afirmativas dispuestas 
en la Constitución Política (art. 13 numeral 3º), y en la materialización del principio de 
solidaridad social (art. 95 ibídem), se debe proceder con especial cuidado previendo 
dispositivos tendientes a no lesionar sus derechos (Concepto 73961, 2019). 
Estabilidad laboral de personas próximas a pensionarse en entidades del estado que se 
encuentran en proceso de liquidación. 
 
Con relación a este tipo de estabilidad la Corte Constitucional ha dicho: 
La Ley 790 de 2003 en el marco del Programa de renovación de la administración pública 
del orden nacional autorizó la liquidación y fusión de entidades y la eliminación de cargos 
en entidades públicas lo cual generó la terminación de contratos laborales. A su vez creó 
un programa de estabilidad laboral para personas cabeza de familia, discapacitados y 
personas próximas a pensionarse. El límite inicial para este beneficio se fijó en el 
vencimiento de las facultades extraordinarias otorgadas al presidente de la República para 
el caso de madres y padres cabeza de familia y discapacitados y para las personas próximas 
a pensionarse dicho límite se fijó en tres años contados desde la promulgación de la ley. A 
su vez, la Ley 812 de 2003, la cual tenía como uno de sus objetivos la eficiencia de la 
administración pública a través de reformas transversales de fondo, modificó el límite 
inicial fijado a la aplicación del beneficio para madres y padres cabeza de familia, en el 31 
de enero de 2004, el cual fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C- 991 de 2004. En lo relacionado con el límite a la aplicación del beneficio para 
personas próximas a pensionarse, la Ley 812 de 2003 guardó silencio con respecto al 
momento hasta el que debía aplicarse y en su lugar, en el artículo 8, literal D), inciso último, 
estableció que esta garantía se debía mantener hasta tanto las personas cumplieran con los 
requisitos para pensionarse. Por lo tanto, se debe entender que la Ley 812 de 2003 derogó 
de manera tácita el límite establecido por la Ley 790 de 2003 de 3 años contados desde la 
promulgación de esta ley, para completar los requisitos de pensión (Sentencia T-1045 de 
2007). 
Lo anterior permitió establecer una garantía a los trabajadores que se encuentran inmersos en los 
casos en los cuales las entidades para las cuales laboran se encuentran en proceso de liquidación, 
en la misma sentencia la Corte Constitucional añade: 
La Ley 790 de 2002 en el marco del Programa de renovación de la administración pública 
del orden nacional autorizó la liquidación y fusión de entidades y la eliminación de cargos 
en entidades públicas lo cual generó la terminación de contratos laborales. A su vez creó 
un programa de estabilidad laboral para personas cabeza de familia, discapacitados y 
personas próximas a pensionarse. El límite inicial para este beneficio se fijó en el 
vencimiento de las facultades extraordinarias otorgadas al presidente de la República para 
el caso de madres y padres cabeza de familia y discapacitados y para las personas próximas 
a pensionarse dicho límite se fijó en tres años contados desde la promulgación de la ley. A 
su vez, la Ley 812 de 20038, la cual tenía como uno de sus objetivos la eficiencia de la 
administración pública a través de reformas transversales de fondo, modificó el límite 
 
8 Ley 812. (27 de junio de 2003). Congreso de la República. Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 
2003-2006, hacia un Estado comunitario. Bogotá D,C. Colombia: Diario Oficial No. 45.231, de 27 de junio de 2003. 
Obtenido de http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003.html. 
inicial fijado a la aplicación del beneficio para madres y padres cabeza de familia, en el 31 
de enero de 2004, el cual fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C- 991 de 2004. En lo relacionado con el límite a la aplicación del beneficio para 
personas próximas a pensionarse, la Ley 812 de 2003 guardó silencio con respecto al 
momento hasta el que debía aplicarse y en su lugar, en el artículo 8, literal D), inciso último, 
estableció que esta garantía se debía mantener hasta tanto las personas cumplieran con los 
requisitos para pensionarse. Por lo tanto, se debe entender que la Ley 812 de 2003 derogó 
de manera tácita el límite establecido por la Ley 790 de 2002 de 3 años contados desde la 
promulgación de esta ley, para completar los requisitos de pensión. No obstante la noción 
de prepensionado tiene origen en la Ley 790 de 2002 la misma no resulta aplicable, en los 
términos originales, debido a la derogatoria de la que fue objeto por la Ley 812 de 2003 y 
adicionalmente  pierde sentido teniendo en cuenta que lo que buscó el legislador fue 
proteger a las personas próximas a cumplir con los requisitos para pensionarse  para que 
efectivamente consoliden su derecho, en el marco del Programa de renovación de la 
administración pública del orden nacional.  
Sin embargo, no es esta una garantía que se pueda mantener de manera indefinida en el 
tiempo, y siguiendo los lineamientos trazados por la jurisprudencia constitucional en 
materia de “retén social” para madres y padres cabeza de familia, se debe establecer igual 
limitación temporal que la que se estableció en esa oportunidad, esto es, la existencia 
económica y jurídica de la empresa como límite máximo para acreditar el cumplimiento de 
los requisitos necesarios para acceder al derecho a pensión.  
Por lo tanto con el objeto de evitar un trato diferenciado e injustificado de quienes 
alcanzaron a cumplir con los requisitos de pensión en los términos de la Ley 790 de 2002, 
antes del 27 de diciembre de 2005, y quienes (i) los cumplieron con posterioridad por efecto 
de que las liquidaciones de las entidades en las cuales laboraron se produjeron con 
posterioridad al 27 de diciembre de 2005 o porque (ii) simplemente no les fue posible el 
cumplimiento de los requisitos previamente a la fecha citada, es que se hace necesario 
aplicar esta interpretación para evitar tratos jurídicos discriminatorios. Finalmente el 
concepto de persona próxima a pensionarse, en el nuevo contexto jurídico, debe formularse 
de acuerdo con el término de liquidación de las empresas objeto del Programa de 
renovación de la administración pública, es decir, se considerarán prepensionados aquellas 
personas próximas a pensionarse que cumplan con los requisitos para tal efecto dentro del 
término de liquidación de la empresa, fijado por el acto que la suprime y hasta tanto se 
liquide y se extinga su personalidad jurídica. La proximidad en la consolidación del 
derecho a obtener pensión de vejez debe ser analizada en cada caso concreto de acuerdo 
con criterios de razonabilidad, con el objeto de aplicar esta protección a quienes realmente 





Estabilidad laboral reforzada de servidores públicos que ocupan cargos de libre 
nombramiento y remoción 
 
Al respecto de los cargos de libre nombramiento y remoción es posible decir, que: 
Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos en forma definitiva por 
nombramiento ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para el 
desempeño del empleo y el procedimiento establecido en la Ley 909 de 2004 y/o las normas 
que la modifiquen o sustituyan. Además, están sujetos al cumplimiento de la Ley 581 de 
2000 o Ley de Cuotas la cual establece la adecuada y efectiva participación de la mujer en 
los niveles decisorios de la Administración. Cada ente territorial debe reportar a la Función 
Pública, anualmente, el porcentaje de participación de las mujeres en estos niveles 
(Concepto Marco 07, 2017). 
Así mismo la Corte Constitucional frente al tema, ha señalado: 
Los empleos del Estado son de carrera y la excepción los de libre nombramiento y remoción. 
De otra parte, la Constitución prevé los empleos públicos de libre nombramiento y remoción, 
cuya situación es completamente distinta a los de carrera, pues para éstos la vinculación, 
permanencia y retiro de sus cargos depende de la voluntad del empleador, quien goza de 
cierta discrecionalidad para decidir libremente sobre estos asuntos, siempre que no incurra 
en arbitrariedad por desviación de poder. A diferencia de los empleos de carrera, en los de 
libre nombramiento y remoción el empleador tiene libertad para designar a personas que 
considera idóneas para la realización de ciertas funciones. Cuando no lo son, el Estado, que 
debe cumplir con sus fines de acuerdo con los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad (Art. 209 CP), autoriza al empleador para 
reemplazarlos por otras personas cuya capacidad, idoneidad y eficiencia se adecuen a los 
requerimientos institucionales (Sentencia C-540 de 1998). 
Al respecto de la estabilidad laboral reforzada en los trabajadores vinculados por libre remoción y 
nombramiento, el Alto Tribunal ha proferido en diversas oportunidades que: 
Por regla general, los empleados públicos de libre nombramiento y remoción, que relaciona 
el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 909 de 2004, no gozan de estabilidad laboral reforzada 
como consecuencia, bien, de las funciones a su cargo o de la suma confianza que exige su 
labor. […] Cuando el único requisito faltante para acceder a la pensión de vejez es el de 
edad, dado que se acredita el cumplimiento del número mínimo de semanas de cotización, 
no hay lugar a considerar que la persona es beneficiaria del fuero de estabilidad laboral 
reforzada de prepensionable, dado que el requisito faltante de edad puede ser cumplido de 
manera posterior, con o sin vinculación laboral vigente. En estos casos, no se frustra el 
acceso a la pensión de vejez (Sentencia SU003 de 2018). 
Así las cosas, y tal como lo manifiesta la Corte Constitucional, un empleado en condición de libre 
remoción o nombramiento no es titular del derecho a la estabilidad laboral reforzada, por las 
razones anteriormente descritas.  
CONCLUSIONES 
 
De acuerdo con el análisis de la investigación desarrollada, es posible inferir que: 
La situación jurídica a la que pertenecen los trabajadores en condición de pre-pensionados, 
bajo el marco de la interpretación actual de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que 
han sido emanadas tanto para la protección de trabajadores de lo público como del sector 
privado, se orientan a definir un panorama ligeramente diferenciado, con cierta ventaja para 
el trabajador del sector oficial. Aunque, por otro lado, la misma Corte Constitucional ha 
querido reducir esa diferenciación dando garantía de los fundamentos 13 y 14 de la 
Constitución Política, por lo que es fácilmente identificable que podrían darse mejores al 
respecto.  
Así mismo, los pronunciamientos de la Corte Constitucional al respecto de la estabilidad 
laboral reforzada no resultan ser una imposición o un alegato infundado; sino que han hecho 
valer la protección para aquellos trabajadores próximos a pensionarse a los cuales se les 
vulnera un derecho fundamental como la dignidad humana, la seguridad social, mínimo vital, 
entre otros, con la acción de terminar su filiación laboral con la entidad.  
Por lo anterior, es también importante añadir que la estabilidad laboral reforzada no en un 
derecho que pueda ser definido como absoluto, sino más bien que se configura bajo ciertas 
circunstancias específicas que debe cumplir el empleado para que pueda ser titular de ese 
derecho. Uno de estos criterios es la prepensión, sin embargo, tampoco es una garantía que 
la estabilidad, pues tal como se ha analizado previamente en la jurisprudencia investigada, 
la oficina de trabajo deberá verificar si un empleado puede gozar de estabilidad laboral 
reforzada por concepto de prepensión.  
Al respecto de la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados que ostentan cargos de 
provisionalidad, frente al concurse de méritos, se concluye que:  
Un funcionario que ocupa un cargo en provisionalidad de un puesto de carrera 
administrativa y tiene la condición de prepensionado, y se surte por lista de elegibles como 
resultado de concurso de méritos su reemplazo, entonces tal como lo señala la Corte, la 
entidad deberá no garantizar de forma indefinida ese cargo; pero sí, adoptar o llevar a cabo 
acciones asertivas que permitan garantizar sus derechos, sin vulnerar tampoco el derecho 
de los que participaron en el concurso y quedaron en lista de elegibles.  
Bajo el parámetro anterior, es preciso decir que una persona que ocupa un cargo de carrera 
administrativa en provisionalidad no goza de la misma estabilidad laboral de los demás 
trabajadores que agotaron debidamente el concurso de mérito, por ello se establece que un 
provisional goza de un derecho a la estabilidad laboral relativa o intermedia. 
Así mismo en importante determinar, que la Corte Constitucional ha comenzado a aplicar 
criterios de razonabilidad y proporcionalidad para resolver los casos donde se es ofertado 
a concurso de méritos un cargo ocupado por una persona próxima a pensionarse y un 
aspirante a superado el concurso para tomar ese mismo cargo. El máximo tribunal 
Constitucional bajo estos dos parámetros de razonabilidad o proporcionalidad ha dicho que 
los derechos de ambas personas entran en tensión y no es posible resolver a favor de 
únicamente uno, de tal modo que debe llevarse a cabo una especie de ponderación de los 
derechos sin afectar el núcleo esencial de ninguno de los dos trabajadores.  
Se concluye también, que es deber de las autoridades realizar una interpretación de la 
normatividad de modo razonable, guardando la proporcionalidad y que sea compatible con 
lo derechos de los trabajadores involucrados en casos de provisionales prepensionados con 
elegibles en lista de espera, de tal suerte que no es posible aplicar de forma independiente 
la norma sobre los cargos de carrera administrativa. Por lo que se debe realizar un análisis 
profundo y particular sobre el contexto y circunstancias de cada caso. De acuerdo con lo 
anterior, si es posible en un evento garantizarse el derecho de carrera administrativa de un 
trabajador y de estabilidad laboral del otro trabajador la autoridad, bajo lo mandado por la 
Corte, debe hacerlo. En el caso de no poder llevarlo a cabo, la autoridad debe realizar 
acciones que sean razonables para la protección correlativa de los derechos de las dos partes. 
Finalmente, el Máximo Tribunal Constitucional Colombiano, hace un llamado de atención 
para no caer en confusiones respecto al retén social y la condición de prepensionado, pues 
la primera está amparada por la Ley 790 de 2002 para proteger los derechos de los 
trabajadores que estén cercanos a adquirir el estatus de pensionado cuando en una entidad 
pública de adelanta el programa de renovación, y la segunda; es decir, la condición de 
prepensión, se ha derivado de la jurisprudencia Constitucional para la protección de grupos 
sociales con vulnerabilidad. Sin embargo, la estabilidad laboral de los trabajadores 
próximos a pensionarse no se limita exclusivamente a los casos presentados por el 
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